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I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a realizar el estudio de admisión de la presente acción de tutela y la 

procedencia de la medida cautelar solicitada.   

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1 De la acción de tutela y la medida cautelar 

 

El señor Julián Darced Vásquez Gutiérrez instauró acción de tutela en contra de la Procuraduría 

General de la Nación y la Universidad de Antioquia, pretendiendo la protección de sus derechos 

fundamentales al debido proceso, igualdad, acceso a cargos públicos, trabajo y confianza 

legítima.  

 

Como fundamento fáctico de la acción de tutela, expuso lo siguiente:  

 

1.- La Procuraduría General de la Nación abrió el Concurso de Méritos denominado “Mérito 

Construyendo Excelencia”, orientado a la provisión de cargos de carrera administrativa 

mediante un proceso basado en el mérito. En ese contexto, adelantó el procedimiento de 

inscripción con el propósito de participar en la convocatoria.  

 

2.- El 18 de septiembre de 2026, aproximadamente a las 10:32 a. m., realizó mediante el 

sistema PSE el pago correspondiente a la inscripción al concurso, transacción que fue aprobada 



por la entidad financiera por valor de $87.500. El comprobante aportado registra como fecha 

y hora de la operación el 18 de septiembre de 2026 a las 10:32:14 a. m.  

 

3.- El término establecido para culminar el proceso de inscripción vencía el mismo 18 de 

septiembre de 2026 a las 4:00 p. m. No obstante, pese a haber efectuado el pago varias horas 

antes del cierre, las obligaciones laborales le impidieron completar oportunamente el cargue 

de la totalidad de los documentos requeridos para finalizar la inscripción.  

 

4.- La falta de culminación del procedimiento no obedeció a desinterés en participar en el 

concurso ni a la intención de incumplir las condiciones de la convocatoria, pues el pago 

efectuado antes del vencimiento del término constituyó, según expuso, una manifestación de 

su voluntad de participar en el proceso de selección.  

 

5.- Como consecuencia de no haber completado el cargue de los documentos dentro del plazo 

establecido, quedó imposibilitado para finalizar la inscripción y participar en el concurso de 

méritos.  

 

6.- La situación planteada, según indicó, requería una valoración particular, debido a que el 

pago fue efectuado varias horas antes del vencimiento del término y la solicitud no pretendía 

modificar los requisitos del concurso, obtener un trato preferencial frente a los demás 

aspirantes ni alterar las condiciones sustanciales de la convocatoria.  

 

7.- La solicitud estuvo encaminada exclusivamente a obtener, de manera excepcional, la 

habilitación de la plataforma durante dos días, con el propósito de realizar el cargue de los 

documentos pendientes y culminar el procedimiento de inscripción. La medida pretendida no 

implicaría, según manifestó, modificación alguna de los requisitos de formación, experiencia o 

demás condiciones establecidas para el cargo.  

 

8.- La negativa a permitir la culminación del trámite, pese al pago realizado antes del cierre de 

las inscripciones, podría afectar los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y 

acceso a cargos públicos mediante concurso de méritos.  

 

9.- La urgencia de la solicitud obedeció a que el término de inscripción ya había finalizado y la 

imposibilidad de completar el procedimiento podía impedir definitivamente su participación 

en el concurso, razón por la cual también solicitó como medida provisional el acceso temporal 

a la plataforma para culminar la inscripción.  

 

Como medida provisional solicitó textualmente: 

 

«V. MEDIDA PROVISIONAL  



Con fundamento en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, solicito respetuosamente que, si el 

despacho lo considera procedente, se adopte como medida provisional la orden de permitir 

temporalmente el acceso a la plataforma para culminar el proceso de inscripción.  

 

La urgencia de la medida radica en que el término de inscripción ya finalizó y, de no adoptarse 

una medida oportuna, la eventual protección de mis derechos podría resultar ineficaz, pues la 

imposibilidad de completar la inscripción impediría mi participación en el concurso.»  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Realizado el examen de admisibilidad de la presente acción constitucional, se advierte el 

cumplimiento de los requisitos para su admisión.  

 

Ahora bien, frente a la medida provisional, el artículo 7° del decreto 2591 de 1991 determinó 

lo siguiente:   

 

«Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de 

la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger 

el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 

 

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad 

de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso 

el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer 

ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 

 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se 

hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de 

conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan 

otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las 

circunstancias del caso. 

 

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer 

cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares 

que hubiere dictado.»  

 

Por su parte, la H. Corte Constitucional ha señalado la procedencia del decreto de medidas 

provisionales frente a las siguientes hipótesis:   

 

i. cuando éstas resultan necesarias para evitar que la amenaza contra el derecho 

fundamental se concrete en una vulneración o;   

 



ii. cuando, constatada la ocurrencia de una violación, sea imperioso precaver su 

agravación.  

 

Teniendo en cuenta la naturaleza del asunto que se estudia, es importante recordar que la 

Honorable Corte Constitucional ha brindado la posibilidad a los jueces de tutela, de ordenar la 

suspensión de un concurso de méritos como una medida provisional antes de fallar o como una 

solución definitiva de protección en el instante de proferir sentencia de fondo, atendiendo las 

circunstancias del caso concreto, a saber:   

 

«En desarrollo de estas atribuciones el juez de tutela cuenta con diversas herramientas 

jurídicas para resolver un caso que requiere soluciones complejas, entre ellas se destacan: 

(i) la adopción de medidas cautelares en casos en los que se demuestre la existencia de 

perjuicio irremediable[33]; (ii) la realización de estudios en aquellas oportunidades en que 

no se cuenta con la información requerida para poder tomar la decisión;[34] (iii) la 

capacidad de ordenar la construcción o terminación de obras[35]; (iv) la potestad de 

ordenar el asesoramiento de los accionantes[36]; (v) suspender trámites 

administrativos[37]; (vi) ordenar la creación de grupos de trabajo; (vii) conceder espacios 

de participación[38]; y  (viii) decretar la suspensión de concursos de méritos.  

 

Sobre este último aspecto se debe destacar que de conformidad a la jurisprudencia 

constitucional, el juez de tutela puede ordenar la suspensión de un concurso de méritos, 

ya sea como medida cautelar antes de adoptar una decisión de fondo, o por el contrario, 

puede decretar dicha interrupción como una orden definitiva en la sentencia.   

 

En este sentido, la Corte ya ha tenido la oportunidad de delimitar el alcance de las 

facultades del juez de tutela cuando detecta una violación al debido proceso en el trámite 

de un concurso de méritos. Al respecto, en la sentencia T-286 de 1995, este tribunal falló 

un caso con los siguientes supuestos de hecho: (i) el accionante señalaba que había 

participado en un concurso de méritos cuya finalidad era acceder al cargo de docente en 

la Universidad Distrital Francisco José de Caldas; (ii) en el desarrollo de la convocatoria el 

tutelante se percató que se omitieron los términos de presentación y publicación de 

resultados; (iii) manifestaba que dicha omisión evitó que dichas decisiones pudiesen ser 

analizadas y, por consiguiente, controvertidas»1 

 

De lo anterior, es evidente que decretar la suspensión de un concurso de méritos, es una 

herramienta con la que cuenta el juez de tutela al momento de darle solución a un caso 

considerado complejo. Cuando nos encontramos ante un caso de gran dificultad que merece 

especial revisión y cuidado, la misma Corporación ha dicho que:   

 

 
1 Sentencia T-604/2013 Referencia: expedientes T-3.894.472 y T 3.910.093 acumulados. Acciones de tutela interpuestas por Sixta Rosa 
Lozano Medina, Ligia Manotas Berdugo y otros contra la Gobernación del Atlántico, el Hospital Departamental de Sabanalarga y otros. 
Magistrado Ponente:JORGE IVÁN PALACIO PALACIO.  



«En similar sentido, la mencionada norma (Decreto 2591 de 1991) faculta al juez a dictar, 

de oficio o a petición de parte, cualquier medida de conservación o seguridad encaminada 

a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños derivados de los hechos 

realizados. El juez constitucional deberá estudiar cuidadosamente la dificultad de la 

situación fáctica propuesta, y la evidencia o indicios presentes en el caso, con el fin de 

determinar si existen razones suficientes para decretar medidas provisionales que eviten 

la configuración de un daño irreparable, o que protejan los derechos fundamentales de los 

accionantes, mientras se adopta una decisión definitiva.    

 

2. Esas facultades radicadas en cabeza del juez de tutela han sido ejercidas en diversas 

oportunidades por esta Corporación para evitar una afectación inminente de prerrogativas 

superiores, conjurar una vulneración de los derechos fundamentales mientras se emite 

una medida definitiva y, en general, precaver daños que se adviertan de las circunstancias 

fácticas del caso que revisa la Corte.» (Subraya y Negrilla fuera de texto) 

 

En este orden de ideas, encontrándonos ante una solicitud de medida provisional que pretende 

la suspensión de una convocatoria pública de empleo, habrá de analizarse de manera atenta la 

dificultad de la situación fáctica propuesta, y la evidencia o indicios presentes, a fin de 

establecer si existen motivos suficientes para el decreto de la medida.  

 

De manera muy simple, debe advertirse que a pesar de que el actor probó haber cancelado los 

derechos económicos de inscripción del concurso de la Procuraduría General de la Nación-

2026, precisamente esta última etapa no se pudo culminar debido a, en sus palabras 

«circunstancias relacionadas con mis obligaciones laborales», de allí que, por ahora la situación 

fáctica planteada no resulte suficientemente relevante para suspender el proceso 

meritocrático, máxime cuando el actor no probó que debido al calendario fijado por las 

entidades accionadas, esté en riesgo el no presentar las pruebas que den ingreso al empleo 

público.  

 

Así las cosas, bajo este escenario no se evidencia circunstancia alguna que amerite la 

intervención del juez constitucional, pues no existe indicio o evidencia que imponga el apremio 

de suspender la convocatoria con el fin de evitar la consumación de algún tipo de perjuicio, 

considerando este Despacho que las pretensiones del actor serán resueltas de fondo en la 

sentencia que ponga fin a este proceso, término que de por sí es expedito.  

 

De otro lado, teniendo en cuenta que se trata de un asunto relacionado con una convocatoria 

pública para proveer empleos en vacancia definitiva, se hace necesario vincular a los terceros 

que tengan interés en el Concurso Abierto de Méritos 2026 de la Procuraduría General de la 

Nación, para que una vez notificada la presente decisión, de manera inmediata publique esta 

providencia y el escrito de tutela en la plataforma virtual del correspondiente link de la 

convocatoria. 

 



En mérito de lo expuesto, se  

DISPONE:  

 

PRIMERO. - ADMITIR la solicitud de tutela instaurada por Julián Darced Vásquez Gutiérrez en 

contra de la Procuraduría General de la Nación y la Universidad de Antioquia.  

 

SEGUNDO. - VINCULAR al presente trámite a los terceros que tengan interés en el Concurso 

Abierto de Méritos 2026 de la Procuraduría General de la Nación, para que, si a bien lo tienen, 

se pronuncien frente a los hechos de esta acción de tutela. 

 

TERCERO. - NEGAR la medida provisional solicitada, conforme las razones expuestas en la parte 

motiva de esta providencia.   

 

CUARTO. – ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación, para que una vez notificada la 

presente decisión, de manera inmediata publique esta providencia y el escrito de tutela en la 

plataforma virtual del correspondiente link del Concurso Abierto de Méritos 2026.  

 

QUINTO. - NOTIFICAR esta decisión, por el medio más expedito a la Procuraduría General de la 

Nación y a la Universidad de Antioquia, entregándoles copia del escrito de tutela, sus anexos y 

del presente auto.   

 

SEXTO. - Conceder a las autoridades accionadas y vinculadas, un término de dos (2) días, 

contados a partir de la notificación del presente auto, para que se pronuncien respecto de lo 

manifestado en el escrito de tutela.  

 

SÉPTIMO. - Poner en conocimiento de la presente acción de tutela, a la Delegada del Ministerio 

Público ante este Despacho.   

 

OCTAVO. - Comunicar la presente decisión al accionante.   

 

NOVENO. -  Se informa a las partes que para todos los efectos relacionados con este trámite 

judicial cualquier solicitud, recurso, informe, documentos, pruebas etc., debe ser remitido al 

correo electrónico j03admvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co.    

 
AP 
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